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ACUERDO 229/2007, DE 18 DE JULIO, DEL PLENO DEL CONSEJO DEL AUDIOVISUAL DE CATALUNYA

I. La interpretación correcta de los límites a la gestión directa de la prestación pública del servicio de televisión digital terrestre de ámbito local, requiere de la autoridad de regulación, entre otras actuaciones, la elaboración de criterios que permitan delimitar de forma adecuada los conceptos que utiliza la normativa audiovisual, y concretamente en referencia al servicio público audiovisual de ámbito local. Esta tarea de delimitación es, a la vez, necesaria en aquellos casos en qué la norma atribuye al Consejo del Audiovisual de Cataluña la competencia para tomar determinadas decisiones destinadas a concretar los supuestos y las condiciones de aplicación de las previsiones relativas al servicio público audiovisual de ámbito local. 

II. En este sentido, el Consejo del Audiovisual de Cataluña ha elaborado un informe que pretende determinar los parámetros mínimos indispensables que deben permitir mantener la gestión directa en la prestación del servicio público de televisión digital terrestre de ámbito local y efectuar, a todos los efectos, recomendaciones a los entes públicos gestores de los respectivos servicios de televisión, respetando, en todo caso, el principio de autonomía local inherente a dichos entes públicos.

III. En este contexto, y de acuerdo con el compromiso de este Consejo de escuchar y ponderar el criterio y el parecer de los diversos actores presentes y con intereses en este ámbito antes de adoptar los correspondientes criterios definitivos.

En base a todos estos elementos, la Comisión de Operadores en la sesión celebrada el día 12 de julio 2007, se acordó elevar al Pleno del Consejo un informe sobre Los límites de la gestión directa en la prestación del servicio público de televisión digital terrestre de ámbito local, para someterlos a consulta pública y, en su caso, a aprobación definitiva por parte del Consejo.

IV. Uno de los medios empleados por diferentes autoridades de regulación, así como por la propia Comisión Europea, de forma habitual, es el sometimiento de determinados proyectos de relevancia en sectores estratégicos a consulta pública. Este tipo de consultas que no se integran dentro de un procedimiento administrativo formalizado, permiten en cambio, y gracias a las posibilidades que las actuales tecnologías de la información y comunicación ofrecen, facilitar la transparencia y la participación de los diversos sujetos interesados en el marco del proceso de formación de los criterios decisorios de los organismos públicos, especialmente en aquellos casos en qué nos encontramos delante de sectores que presentan, desde el punto de vista regulatorio, una especial complejidad. 

En definitiva, sin perjuicio que el Consejo ejercerá en su día las potestades que legalmente le corresponden en materia de interpretación, se ha considerado pertinente establecer, en el marco del presente procedimiento, y de forma general, los límites a la gestión directa de referencia. 

Por todo lo expuesto, el Pleno del Consejo, ha adoptado los siguientes, 


ACUERDOS 

1. Aprobar el documento denominado «Los límites de la gestión directa en la prestación del servicio público de televisión digital terrestre de ámbito local» que se anexa al presente Acuerdo como parte integrante del mismo.

2. Someter el mencionado documento a consulta pública a través de la página web del Consejo durante un periodo de tres meses, al efecto de recibir las correspondientes aportaciones, comentarios y sugerencias por parte de cualquier ciudadano interesado, y previamente a su aprobación definitiva. En esta página constará de forma clara el medio a través del cual se podrán dirigir al Consejo las mencionadas contribuciones. 

Barcelona, 18 de julio de 2007.

Josep M. Carbonell Abelló 


Dolors Comas d’Argemir Cendra 

Presidente 




Consejera secretaria
Los límites de la gestión directa en la prestación del servicio público de televisión digital terrestre de ámbito local. 

La correcta interpretación de los límites a la gestión directa de la prestación pública del servicio de televisión digital terrestre de ámbito local requiere de la autoridad de regulación, entre otras actuaciones, la elaboración de criterios que permitan delimitar de forma adecuada los conceptos que utiliza la normativa audiovisual y, concretamente, en su referencia al servicio público audiovisual de ámbito local. Esta tarea de delimitación es, a la vez, necesaria en aquellos casos en los que la norma atribuye al Consejo del Audiovisual de Cataluña la competencia para tomar determinadas decisiones destinadas a concretar los supuestos y las condiciones de aplicación de las previsiones relativas al servicio público audiovisual de ámbito local. 

Este informe pretende, por una parte, determinar los parámetros mínimos indispensables que deben permitirnos mantener la gestión directa en la prestación del servicio público de televisión digital terrestre de ámbito local y, por otra, elaborar, a todos los efectos, recomendaciones a los entes públicos gestores de los respectivos servicios de televisión, que se incorporan a este documento desde el punto de vista del regulador audiovisual, respetando, en todo caso, el principio de autonomía local inherente a estos entes públicos. 

Visto lo anterior, el análisis que se efectúa en este informe se estructura de acuerdo con la siguiente sistemática: 

1.
El servicio público de televisión digital de ámbito local y las misiones de servicio público de su programación. 

2. 
El alcance de la externalización en los servicios de televisión de ámbito local, entendida como el encargo a terceros de alguna o varias prestaciones que integran la gestión del servicio. 

3. 
La difusión de contenidos por parte de los prestadores de servicios de televisión de gestión privada por encargo de las administraciones públicas. 

4.
Conclusiones. 
1. El servicio público de televisión digital terrestre de ámbito local y las misiones de servicio público de su programación 

La Ley 22/2005, de 29 de diciembre, de la comunicación audiovisual de Cataluña (en lo sucesivo, LCA), define en el artículo 23 el servicio público audiovisual de Cataluña como aquel servicio que “consiste en la prestación de servicios de comunicación audiovisual bajo el régimen de gestión directa por parte de la Generalidad, de los entes locales de Cataluña o de los consorcios, de acuerdo con lo establecido por la presente ley”. 

En relación con esta cuestión, en el capítulo I del título III de la LCA, en sede de servicio público audiovisual en Cataluña, se establecen las disposiciones generales comunes a los prestadores públicos del servicio audiovisual (artículos 23 a 25); más adelante, en el capítulo II (artículos 26 a 31), se regula el servicio público audiovisual de competencia de la Generalidad y, finalmente, en el capítulo III (artículos 32 a 34), el servicio público audiovisual de ámbito local, que centra el objeto de este informe. 

En efecto, en el artículo 32.1 de la LCA se define el servicio público de comunicación audiovisual de ámbito local como “la oferta, mediante un sistema de distribución que no requiera el uso de tecnologías de acceso condicional [es decir, en abierto], de un conjunto de contenidos audiovisuales y, si procede, de acuerdo con el contrato-programa, de servicios adicionales de transmisión de datos orientados a la satisfacción de las necesidades democráticas, sociales, educativas y culturales de los ciudadanos que integran una comunidad local...”. En definitiva, una televisión de proximidad. 

Asimismo, y de acuerdo con este precepto, el servicio público de comunicación audiovisual de ámbito local deberá transmitir una información veraz, objetiva y equilibrada, y deberá tener una oferta de entretenimiento de calidad, a la vez que deberá cumplir con las misiones de servicio público que enuncia el artículo 26.3 de la LCA, obviamente, como especifica la ley catalana, “en su adaptación a los intereses de las respectivas comunidades locales”. Este proceso de adaptación deberá llevarse a cabo mediante dos instrumentos básicos: el reglamento de organización y funcionamiento del servicio público, y el contrato-programa. Mientras al primero le corresponde la adaptación, en clave local, de las misiones de servicio público que establecidas en el artículo 26.3 de la LCA, es función del contrato-programa establecer los objetivos y acciones específicas que permitan concretar y desarrollar las misiones definidas en dicho reglamento. 

A la vista de este marco normativo, entendemos que las obligaciones que los prestadores públicos de servicios de televisión digital de ámbito local deben cumplir respecto a su programación se pueden clasificar desde una doble vertiente: cualitativa, es decir, que la información se emitirá bajo los parámetros de objetividad, veracidad y equilibrio, y a la vez, que dicha programación cumpla las misiones de servicio público del artículo 26 de la LCA; y cuantitativa, comoquiera que esta programación debe respetar el número de horas de programación mínima y los porcentajes de emisión en cadena y de sindicación de contenidos, entre otros extremos. 

Vistos los elementos cuantitativos y cualitativos que conforman la programación que deberá ofrecer el prestador público, a continuación analizamos la forma que deberá adoptar la prestación de este servicio. De entrada, el artículo 9 de la Ley 41/1995, de 22 de diciembre, de televisiones locales por ondas terrestres, dispone que cuando el ámbito territorial de la demarcación de la TDL, definida por el plan técnico, abarque diferentes municipios, la gestión directa municipal del programa reservado deberá hacerse conjuntamente. 

De acuerdo con la previsión de este precepto, en la disposición adicional sexta del Real Decreto 439/2004, de 12 de marzo, se prevé que la decisión sobre la forma de gestión corresponderá a los municipios incluidos dentro de la demarcación por cualquiera de los medios asociativos que prevé la normativa básica local. 

En este mismo sentido, en las bases reguladoras del procedimiento de adjudicación de los programas de televisión digital local en los municipios de Cataluña (base 6) también se establece que la gestión conjunta del programa de televisión digital local por parte de los ayuntamientos de la respectiva demarcación deberá efectuarse por cualquiera de las formas que, para la gestión directa de los servicios públicos locales, establece la normativa de referencia
. 

El artículo 32.2 de la LCA reproduce las anteriores previsiones básicas al afirmar que la prestación del servicio público de comunicación audiovisual de ámbito local debe ser llevada a cabo en forma de gestión directa “...por las modalidades asociativas de entes locales establecidas por la Ley y los consorcios integrados por entes locales”.

Aun cuando no es objeto de este informe, es importante observar que en este proceso de implantación de la televisión digital local, los municipios que han obtenido la concesión han optado por una forma consorcial, dado que el consorcio, como ente local, es a la vez administración pública y forma de gestión. Esta especial naturaleza del consorcio posibilita que para la efectiva prestación del servicio pueda utilizar cualquiera de las formas de gestión directa previstas en la legislación de régimen local, para que pueda encargar, mediante la formalización de un contrato-programa, la prestación directa del servicio a otro ente (sociedad gestora). 

El contrato-programa se convierte, pues, en el instrumento, de naturaleza plurienal, que garantiza, en definitiva, la autonomía en la gestión directa del servicio por parte de la correspondiente entidad, en base a la determinación de unos parámetros y compromisos duraderos de financiación, que encuentran su contrapartida, lógicamente, en la asunción de unos determinados objetivos y acciones en la prestación del servicio
. 

En virtud de lo anterior, la televisión pública de ámbito local debe ser gestionada por alguna de las formas asociativas de nos locales admitidas en derecho, diferente, en términos de personalidad jurídica, del ente local responsable de la prestación del servicio. Así pues, la sociedad gestora de referencia debe dar cumplimiento en la transmisión de información a los principios de objetividad, veracidad y equilibrio, y a la vez, debe hacer posible la incorporación a la programación –en este caso, de ámbito local– de las misiones de servicio público previstas en el artículo 26.3 de la LCA, que será necesario concretar en el reglamento de organización y funcionamiento del servicio y en el contrato-programa, en los términos señalados anteriormente (misiones-objetivos y acciones, respectivamente). 

2. El alcance de la externalización en los servicios de televisión de ámbito local 

Desde la perspectiva de la asunción de la definición, elaboración y distribución de los contenidos audiovisuales, por parte del correspondiente ente u organismo de gestión, la LCA admite el recurso a la participación privada (externalización) en los casos en los que, según se establece en el artículo 23.3 de la LCA, sea necesaria la disponibilidad de medios materiales o profesionales diferentes de los del ente o sociedad responsable de la gestión directa del servicio. En todos los casos, esta decisión debe ser motivada. Se analiza, a continuación, el alcance de este encargo o recurso a la participación privada. 

De acuerdo con la letra y el espíritu de la LCA, entendemos que esta referencia a la disponibilidad de medios materiales o profesionales “diferentes” de los del ente o sociedad responsable de la gestión directa, parece presuponer, a todos los efectos, la existencia en el seno de la organización de una infraestructura y de unos medios, como mínimo suficientes, que garanticen la realidad de la prestación del servicio. No obstante, con independencia de la existencia de esta estructura mínima, que hemos definido como suficiente, es obvio que, en el año o los años de arranque de esta experiencia de televisión local, hará falta flexibilizar el rigor de esta exigencia. 

En cualquier caso, y pese a cual sea el grado o el nivel de externalización en la prestación del servicio, la sociedad gestora debe mantener necesariamente la capacidad de decisión sobre los elementos definidores de la programación, siendo una de las manifestaciones de esta capacidad de decisión de la configuración de la parrilla de programación, de acuerdo con los objetivos y acciones establecidos previamente en el contrato-programa. 

Para establecer cuales son los límites de una posible externalización de la gestión de la prestación del servicio público de televisión digital de ámbito local, conviene analizar los dos vertientes que, entendemos, inciden en esta capacidad de decisión y, por lo tanto, en la efectiva gestión directa de la prestación del servicio público: la vertiente organizativa y la de elaboración de los contenidos y servicios audiovisuales. 

a) La vertiente organizativa 

De acuerdo con lo establecido en el artículo 33.1 y 33.2 de la LCA, el prestador público debe tener las infraestructuras y los medios suficientes para garantizar la definición, elaboración y distribución de los contenidos editoriales, a la vez que debe poder valerse, si es preciso y en los términos mencionados anteriormente, de los medios materiales y profesionales que proporciona el sector privado. 

A estos efectos, el artículo 33.2 de la LCA atribuye al pleno, a la asamblea de electos o al órgano plenario correspondiente el nombramiento por mayoría cualificada de dos tercios de los máximos responsables de la gestión del servicio, de acuerdo con lo establecido en el reglamento de organización y funcionamiento del servicio; nombramientos que deberán efectuarse a partir del informe preceptivo de un consejo de naturaleza consultiva y asesora, formado por los grupos sociales y políticos más representativos dentro del correspondiente territorio, y también por las entidades sin ánimo de lucro del mismo, que deberán evaluar la capacidad, mérito e idoneidad de los candidatos a ocupar los cargos de responsabilidad de la gestión del servicio
. Al margen de estos nombramientos, y siempre y cuando las dimensiones del prestador de servicios de televisión (la sociedad gestora) lo aconsejen, creemos que será recomendable que se incorpore a la estructura organizativa “estable” personal de dirección, adjunto a los cargos nombrados y con funciones de coordinación, al efecto de consolidar y apoyar la gestión diaria del servicio. 

Siguiendo esta lógica, entendemos que hay funciones de los responsables de la gestión diaria del servicio de televisión que no pueden ser externalizadas con terceros, que son: 


- 
Configurar la parrilla diaria. 


-
Elaborar la escaleta y el desarrollo de los contenidos de los programas informativos. 


- 
Seleccionar a las personas invitadas a tertulias, debates y a otros formatos de participación de grupos políticos y sociales significativos. 
En vista de lo anterior, podemos concluir que, pese a que pueda contratarse con terceros medios materiales y profesionales, es voluntad del legislador o legisladora que todas las decisiones que afecten a la línea editorial de la programación (definición, elaboración [confección de la parrilla, etc.] y distribución de los contenidos audiovisuales), deben ser efectivamente adoptadas en sede pública, y la responsabilidad que estas decisiones comporte debe ser asumida por el ente u organismo público que tiene atribuida la gestión directa del servicio.

b) La vertiente de la elaboración de los contenidos y de los servicios audiovisuales 

Dentro de esta vertiente, hay que tener en cuenta que el ente u organismo encargado de la gestión directa del servicio público de televisión digital local deberá definir, elaborar y distribuir, bajo su responsabilidad, un conjunto de programas, contenidos y servicios audiovisuales, tal y como se establece en el artículo 32.1 de la LCA “orientados a la satisfacción de las necesidades democráticas, sociales, educativas y culturales de los ciudadanos que integran una comunidad local”, sin perjuicio de contar con la participación privada, en los términos y de acuerdo con los límites establecidos en el artículo 23.3 de la misma. 

Siguiendo la lógica de este informe, el recurso a la participación privada puede ir desde la edición y producción de un programa o programas a la cesión de un plató o a la contratación de profesionales, siempre y cuando esta externalización no comporte la pérdida, por parte del gestor público, de la capacidad de decidir la configuración de la programación. En este sentido, entendemos imprescindible que en el reglamento de organización y funcionamiento del servicio se defina las misiones de servicio público y que estas se concreten (mediante objetivos y acciones) en el contrato-programa. Estas misiones y su implementación constituyen el núcleo de la prestación pública del servicio, dado que son el ideario sobre el que se materializará la programación. 

De acuerdo con ello, es preciso que en el contrato-programa se concrete la definición de las misiones de servicio público que deben constituir el núcleo de la prestación pública del servicio, dado que conforman lo que podríamos denominar el elemento inmaterial sobre el que elaborará la programación. Entendemos, pues, que esta potestad de definir los contenidos y servicios audiovisuales que se ofrezcan no puede ser, en ningún caso, externalizada. Por lo tanto, desde este punto de vista, no se observa inconveniente en el encargo a terceros de la producción de esta programación y de los servicios audiovisuales que se emitan o se ofrezcan, mientras se respete el ideario conceptual establecido en el contrato-programa. 

En este sentido, es recomendable que se establezca en el contrato-programa los criterios en base a los que dispondrá de medios materiales o profesionales diferentes de los del ente responsable de la gestión directa del servicio y los parámetros bajo los que contratará con terceros sus servicios. Por ejemplo, en el supuesto de que se quisieran externalizar los servicios informativos entendemos que el ente público gestor deberá establecer previamente las circunstancias y los términos en los que la externalización se llevará a cabo (causas, porcentajes, salvaguardas, etcétera), a parte de las previsiones que correspondan para  garantizar que la persona física o jurídica con quien contrata respete las condiciones laborales del personal que tiene bajo su cargo; y que, en concreto, garantice el cumplimiento de las disposiciones vigentes en materia de relaciones laborales, seguridad social y cualquier otra de análoga. 

Asimismo, creemos que es importante que la externalización, desde el punto de vista de la elaboración de los contenidos audiovisuales, se efectúe con pleno respeto al cumplimiento de los códigos deontológicos profesionales; y, finalmente, recordar la oportunidad de que la contratación con terceros de la elaboración de los contenidos valore, la existencia de criterios de proximidad, como parámetro de apoyo y de colaboración con la industria audiovisual del ámbito de cobertura del servicio público de televisión digital local, favoreciendo de esta forma el establecimiento de sinergias de proximidad. 

En último lugar, no hay que olvidar que, de acuerdo el artículo 23.3 de la LCA, este recurso a la colaboración de terceros en la prestación material del servicio debe ser debidamente justificada y motivada por el correspondiente ente gestor. Si bien se trata de una materia que, ciertamente, deberá resolverse, de manera principal, en el marco de la gestión cotidiana u ordinaria del servicio, resulta aconsejable que ya desde el contrato-programa se establezca algún tipo de criterio en relación con esta materia. 

Finalmente, con respecto al régimen jurídico del contrato de externalización, estará sometido al régimen jurídico del Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de contratos de las administraciones públicas. En este contrato deberá respetarse, entre otras, la capacidad y solvencia requeridas a las empresas, las garantías exigidas a los contratos con la administración, las prerrogativas de la administración, etc. 

Ahora bien, hay que tener en cuenta que actualmente se está tramitando en las Cortes Generales el Proyecto de ley de contratos del servicio público, que, entre otras, transpone al ordenamiento jurídico estatal la Directiva 2004/18/CE del Parlamento europeo y del Consejo de 31 de marzo de 2004 sobre coordinación de los procedimientos de adjudicación de los contratos públicos de obras, suministros y servicios. Cabe subrayar que dicha norma europea excluye de la categoría de contratos “públicos de servicios” a los contratos para la compra, el desarrollo, la producción y la coproducción de material de programación por parte de los organismos de radiodifusión y los contratos relativos al tiempo de radiodifusión
. 

3. La difusión de contenidos por parte de los prestadores de servicios de televisión de gestión privada por encargo de las administraciones públicas 

El artículo 36.4 de la LCA, que se integra en el título IV, relativo a la ordenación de la prestación de servicios de comunicación audiovisual por parte de sujetos privados, establece la prohibición de que los prestadores de servicios de comunicación audiovisual de gestión privada puedan difundir contenidos por encargo de las “administraciones públicas”, “salvo los publicitarios y los casos de entes locales que no puedan prestar directamente el servicio público establecido por los artículos 32 y siguientes, por motivos técnicos, económicos, demográficos u otros de naturaleza análoga, cuya existencia sea apreciada por el Consejo del Audiovisual de Cataluña. Los contenidos objeto de contrato deben orientarse en todos los casos al cumplimiento de los principios del servicio público audiovisual determinado por esta ley. Sin perjuicio de la aplicación de la legislación sobre contratos de las administraciones públicas, la responsabilidad editorial de estos contenidos también corresponde al ente público contratante.” 

De acuerdo con el tenor literal de este artículo, pese a que la LCA prohíbe a todos los efectos que el ente u organismo responsable de la gestión directa del servicio audiovisual de ámbito local pueda contratar la prestación del servicio público, establece, no obstante, y de manera excepcional, en los supuestos tasados previstos en la LCA (motivos técnicos, económicos, demográficos u otros de naturaleza análoga) y que apreciará el Consejo del Audiovisual de Cataluña, las administraciones públicas pueden encargar a los prestadores privados la difusión de contenidos de servicio público. 

Advertimos que estamos ante un supuesto excepcional y puntual que, a parte de su justificación apreciada por el Consejo, en ningún caso puede constituir un recurso habitual para prestar el servicio público de televisión de ámbito local. En este sentido, dada dicha excepcionalidad, es preciso que la concurrencia de estos motivos sea debidamente justificada por el ente público ante del Consejo del Audiovisual de Cataluña. 

A la vista de lo anterior, se enuncia, en un primera aproximación, los criterios básicos sobre los que el Consejo, previa petición de los consorcios responsables del servicio, deberá pronunciarse: 

a) 
que los entes u organismos responsables de la gestión no puedan prestar directamente el servicio público establecido en el artículo 32 de la LCA, por motivos técnicos, económicos, demográficos o de naturaleza análoga; 

b) 
que los contenidos difundidos por el prestador privado cumplan con las misiones de servicio público audiovisual previstos en la LCA y el contrato-programa, y 

c) 
que la responsabilidad editorial de los contenidos difundidos corresponda siempre al ente u organismo público contratante.

4. Conclusiones 

En virtud de lo que se ha expuesto en este informe, llegamos a las siguientes: 

1. La gestión directa de la televisión pública de ámbito local –materializada en la práctica con la paulatina constitución de los consorcios– debe dar cumplimiento en la transmisión de información a los principios de objetividad, veracidad y equilibrio, y a la vez, debe hacer posible la incorporación a la programación –en este caso, de ámbito local– de las misiones de servicio público previstas en el artículo 26.3 de la LCA; organización y funcionamiento de este servicio público que, en definitiva, será necesario concretar en el reglamento de organización y funcionamiento del servicio y en el contrato-programa, en los términos señalados anteriormente (misiones-objetivos y acciones). 

2. La capacidad de decisión sobre los elementos definidores de la programación debe mantenerse en sede pública, es decir, debe quedar bajo el control del ente o sociedad gestora del servicio, siendo una de las manifestaciones de esta capacidad de decisión de la configuración de la parrilla de programación, de acuerdo con los objetivos y las acciones establecidos previamente en el contrato-programa. 

Para establecer cuales son los límites de una posible externalización de la gestión de la prestación del servicio público de televisión digital de ámbito local, es oportuno analizar los dos vertientes que, entendemos, inciden en esta capacidad de decisión y, por lo tanto, en la efectiva gestión directa de la prestación del servicio público: la vertiente organizativa y la de elaboración de los contenidos y servicios audiovisuales. 

De acuerdo con lo anterior, el recurso a la participación privada, entendida como el encargo a terceros de alguna o algunas de las prestaciones que integran el servicio de televisión local, puede ir desde la edición y la producción de un programa o programas a la cesión de un plató, o a la contratación de profesionales, siempre y cuando esta externalización no comporte la pérdida, por parte del gestor público, de la capacidad de definir los contenidos de la programación y de los servicios audiovisuales que se ofrezcan. En este sentido, entendemos imprescindible que en el reglamento de organización y funcionamiento del servicio se defina las misiones de servicio público y que se concreten (mediante los objetivos y acciones) en el contrato-programa. Estas misiones y su implementación constituyen el núcleo de la prestación pública del servicio, dado que son el ideario sobre el que se materializará la programación. 

3. Sólo muy excepcionalmente, los prestadores de servicios televisión de gestión privada, por encargo de las administraciones públicas, podrán difundir contenidos de servicio público. En consecuencia, su aplicación quedará restringida a aquellos supuestos en los que, de acuerdo el artículo 36 de la LCA, el Consejo del Audiovisual de Cataluña aprecie motivos suficientes para validar la viabilidad de esta opción. 

Barcelona, 18 de julio de 2007

	Límites a la externalización del servicio público de televisión digital local 



	Vertiente organizativa
	No es externalizable 


	· Máximos responsables de la gestión del servicio.

· Mínima estructura organizativa.

· Recomendación: adjuntos a dirección.



	Vertiente elaboración de contenidos y servicios audiovisuales 


	No es

externalizable


	· Definición de los contenidos y servicios audiovisuales que se ofrezcan.

· Configuración de la parrilla diaria.

· Elaboración de la escaleta y del desarrollo de los contenidos de los programas informativos.

· Selección de las personas invitadas a tertulias, debates y a otros formatos de participación de grupos políticos y sociales significativos.




� Resolución PRE/2804/2005, de 27 de septiembre, por la que se da publicidad al Acuerdo del Govern de 20 de septiembre de 2005, en el que se establece el procedimiento de concesión de programas de televisión digital local en los municipios de Cataluña incluidos en les demarcaciones establecidas en el Plan técnico nacional vigente de la televisión digital local i el régimen jurídico de estas demarcaciones. 





� Hay que subrayar que en el artículo 33.3 de la LCA se dispone “previamente a su aprobación, la propuesta de contrato-programa debe someterse a información pública dentro del ámbito territorial en el que ha de tener vigencia y el Consejo del Audiovisual de Cataluña debe realizar un informe preceptivo”.





� Hay que tener presente que al amparo de este mismo precepto, los conflictos que deriven de la aplicación de las previsiones del reglamento de organización y funcionamiento, con respecto a estos nombramientos, pueden ser enviados al Consejo del Audiovisual de Cataluña para que ejerza la mediación. Sin embargo, esta actuación mediadora será preceptiva cuando los candidatos a la elección como máximos responsables de la gestión del servicio obtengan un voto mayoritario pero inferior a los dos tercios previstos en la ley. En este caso, deberá remitirse el expediente al Consejo del Audiovisual de Cataluña, que emitirá una propuesta al pleno, a la asamblea de electos o al órgano plenario pertinente. 


� Ver la cláusula 27 del anexo II B de la Directiva 2004/18/CE del Parlamento europeo y del Consejo de 31 de marzo de 2004 sobre coordinación de los procedimientos de adjudicación de los contratos públicos de obras, suministros y servicios.
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